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nos dirigimos a la Secretaría General del Deporte para que nos fuesen remitidos 
los datos de que dispusieran referidos a incidentes de violencia en el deporte, 
de las correspondientes anualidades, con los datos más significativos agrupados 
por provincias o localidades, tramos de edades, o cualesquiera otros criterios 
que se considerasen de interés.

Lamentablemente la información recibida rebajaba nuestras expectativas, al 
señalar que no existían aún dichas plantillas para la recogida de información 
de actos violentos o altercados ocurridos en competiciones deportivas oficiales 
distintos de los que se puedan contemplar en las resoluciones del Comité 
Andaluz de Disciplina Deportiva.

En vista de esta respuesta nos reiteramos en el interés de dicha información 
al momento de programar actividades deportivas en que participen menores 
de edad, de modo que las Administraciones Públicas competentes pudieran 
intervenir de un modo más eficaz con los distintos agentes –menores, familiares, 
entrenadores, clubs deportivos, asociaciones, etc- que participan en las 
competiciones deportivas para prevenir los episodios de violencia, actuando de 
manera especial en aquellos sectores, actividades o localizaciones geográficas 
en que los fenómenos de violencia se hubieran producido de forma más 
reiterada queja 14/0320. 

3.1.2.14. Personal de instituciones y organismos al servicio de menores

Los equipos psicosociales de apoyo a la Administración de Justicia fueron creados 
al amparo del artículo 92.5 del Código Civil, que señala que el juez, de oficio o 
a petición de los interesados, podrá recabar el «dictamen de especialistas». Se 
trata de unos equipos compuestos por profesionales, como hemos ya señalado, 
que asisten al Juez en los procesos contenciosos de familia, y las decisiones que 
adopten en el ejercicio de sus funciones tendrán una enorme incidencia en el 
futuro de los menores. Dicho personal tiene la condición de personal fijo de los 
servicios de apoyo a la Administración de Justicia de la Junta de Andalucía. 

Durante 2015 hemos recibido reclamaciones relativas a la praxis profesional de 
quienes integran dichos equipos. Los reclamantes expresan su disconformidad 
con la actividad indagatoria efectuada por los profesionales sobre la intimidad fa-
miliar, por considerarla irrelevante o sin conexión con el fin pretendido; en otras 
ocasiones se discrepa con la técnica utilizada, por considerarla inapropiada, des-
proporcionada e incluso en algunas ocasiones ofensiva; también por el sesgo 
ideológico desviado en la interpretación de determinados hechos o en la plas-

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/resolucion-sobre-los-casos-de-violencia-en-el-deporte-entre-menores
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mación de criterios en el informe 
que en última instancia se remite al 
Juzgado.

Estas personas han reclamado a los 
respectivos colegios profesionales 

(psicología y trabajadores sociales) desde donde se indica la imposibilidad 
de supervisar su actuación, conforme a los criterios técnicos y deontología 
profesional, al no estar tales profesionales inscritos en el mencionado colegio y, 
por tanto, no sujetos a la disciplina colegial. Y ello porque hay una interpretación 
pacífica acerca de que cuando el profesional presta servicios al ciudadano sí es 
necesaria la colegiación, pero cuando quien presta el servicio es la Administración 
de justicia en este caso, a través del profesional, la colegiación no será obligatoria.

Bajo estos criterios, las personas afectadas se encuentran con que la Junta de 
Andalucía que contrata a dichos profesionales no entra a valorar tales cuestiones 
por considerarlas propias del ámbito de intervención del respectivo colegio 
profesional, y simultáneamente el colegio profesional niega su capacidad de 
supervisión y control en tanto el concreto profesional no estuviese inscrito y 
adherido a la disciplina colegial.

Se trata de una asunto sumamente complejo. Por un lado nos encontramos 
con una escasa regulación para los equipos psicosociales a los que los órganos 
judiciales requieren para auxiliarles ante la dificultad de las cuestiones que se 
les plantean, relacionadas con el comportamiento individual, social o en familia, 
la dinámica de las relaciones interpersonales y sus efectos en el individuo y su 
entorno de convivencia, todo ello con incidencia destacada en la decisión que se 
hubiera de adoptar en litigios civiles de derecho de familia o conexos con éstos, 
en especial si existieran menores afectados. Y por otro lado, está pendiente de 
aprobación definitiva la normativa estatal que en desarrollo de la Ley de Colegios 
Profesionales venga a clarificar qué profesiones son objeto de colegiación 
obligatoria y cuáles no, así como las posibles peculiaridades de dicha colegiación.

Nos consta que el Defensor del Pueblo Español viene realizando actuaciones 
en relación con esta última cuestión, en especial por el problema que plantea el 
retraso en la aprobación de la normativa comprometida en la disposición tran-
sitoria cuarta de la ley 25/2009, de 22 de diciembre, antes aludida. 

Ahora bien, hasta tanto se lleve a cabo la aprobación de la normativa señalada, y 
para evitar que las reclamaciones de los ciudadanos en este ámbito queden sin 

Hemos recibido reclamaciones relativas 
a la praxis profesional de quienes 
integran los equipos psicosociales de 
apoyo a la Administración de Justicia.
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resolver, hemos recomendado a la Consejería de Justicia que promueva acuer-
dos con los respectivos colegios profesionales de psicólogos/as y trabajadores/
as sociales radicados en Andalucía para consensuar criterios de actuación exi-
gibles a los profesionales integrantes de los equipos psicosociales, aprobando 

a tales efectos los correspon-
dientes protocolos de actuación 
queja 13/6194.

Por otro lado, también hemos 
tramitado quejas referentes al 
personal que presta sus servi-
cios en la Entidad Pública pro-
tectora de menores. Recorde-
mos que ya en el año 2008, en 
el Informe anual del Defensor 
del Menor, destacamos la im-
portancia y trascendencia de las 
funciones encomendadas a este 

personal y la especificidad de su labor, ya que en muchas ocasiones conlleva 
injerencias en la vida privada de las familias tanto al supervisar su relación con 
el menor, como al imponer decisiones administrativas restrictivas de derechos 
con fundamento en la protección de sus derechos e interés superior. 

Todo ello reflejaba -y lo sigue reflejando en la actualidad- la inadecuación de la 
normativa aplicable al común de los funcionarios a las especialidades inherentes 
a las funciones de protección de menores, y por ello postulábamos, por aquel 
entonces, por soluciones semejantes a las adoptadas por otros sectores de 
la intervención de la Administración, como el sanitario o el educativo, en que 
existe un estatuto especial para su personal que contempla las peculiaridades 
de las funciones que desempeñan compatibilizándolas con el interés público 
que vienen a satisfacer.

En esta ocasión las quejas recibidas en 2015 provienen de profesionales que 
cuestionan el hecho de que puedan realizar determinado actos, tal como se les 
viene exigiendo, como la entrada en domicilios particulares, acompañamientos 
y traslados de menores de centro, retiradas del hospital de recién nacidos, y 
otras actuaciones de contenido similar. Denuncian que se producen situacio-
nes de alto estrés emocional, que incluso pueden implicar riesgo físico para los 
profesionales intervinientes, y que han de realizar fuera de su jornada habitual. 

Hemos recomendado a la Consejería 
de Justicia que promueva acuerdos con 
los respectivos colegios profesionales de 
psicólogos/as y trabajadores/as sociales 
radicados en Andalucía para consensuar 
criterios de actuación exigibles a los 
profesionales integrantes de los equipos 
psicosociales, aprobando a tales efectos 
los correspondientes protocolos de 
actuación.

http://www.defensordelmenordeandalucia.es/pedimos-un-protocolo-de-actuacion-para-los-equipos-psicosociales-adscritos-a-los-juzgados
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También señalan estos profesionales lo contraproducente de dichas acciones 
porque dificulta su relación posterior con la familia y con los menores, máxime 
cuando en muchos casos su intervención se prolonga en el tiempo para facilitar 
la reintegración de los niños. No les faltan motivos que avalen este argumento 

puesto que en la intervención con 
familias se establece una relación 
de confianza entre el personal que 
gestiona el expediente de protec-
ción y los miembros que la inte-
gran. Entre los profesionales y las 
familias se establece una alianza 
basada en el interés recíproco por 
solventar aquellas situaciones que 
pudieran motivar medidas de pro-
tección inspiradas en el supremo 
interés del menor. Al intervenir es-
tos profesionales en la retirada del 

menor, imponiendo incluso por la fuerza la decisión adoptada en el expediente, 
difícilmente podrían recuperar la alianza y colaboración de una familia que en 
esos momentos focaliza en este personal la responsabilidad de su desdichada 
situación.

En consecuencia, y hasta tanto no se elabore un estatuto específico para el personal 
que presta servicios relacionados con las competencias de la Administración 
como Ente Público de Protección de Menores, hemos recomendado a la 
Administración, entre otras actuaciones, que se garantice un turno rotatorio 
entre el personal funcionario adscrito a los servicios que desempeñen tareas 
de protección de menores para la ejecución material de las resoluciones que 
impliquen la retirada de menores de su familia, que se modifique la normativa 
sobre horario laboral, y que se procure evitar el criterio generalizado de practicar 
la retirada de la custodia de los menores en el centro escolar queja 13/6893. 

Finalmente destacamos en este subepígrafe la problemática surgida con una 
becaria que realizaba prácticas en un centro de protección de menores a través 
de becas y ayudas públicas, y a la que no se le había abonado la ayuda concedi-
da a pesar de haber realizado la prestación comprometida. 

Tras diversas vicisitudes en la fiscalización del expediente de gasto, la solución 
aportada por la Administración fue la de que la interesada iniciase, a su costa 
y con sus medios, el procedimiento para exigir la responsabilidad patrimonial 

Destacamos la inadecuación de la 
normativa aplicable de los funcionarios 
a las especialidades inherentes a las 
funciones de protección de menores, 
y por ello postulamos, por soluciones 
semejantes a las adoptadas por 
otros sectores de la intervención de 
la Administración, en que existe un 
estatuto especial para su personal.

http://www.defensordelmenordeandalucia.es/recomendamos-varias-mejoras-sobre-las-funciones-de-los-equipos-tecnicos-de-proteccion-de-menores
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de la Administración. Sin embargo, 
no podíamos estar de acuerdo con 
la alternativa propuesta ya que la 
reclamante había cumplido con to-
das y cada una de las obligaciones 
que le fueron impuestas y las irre-
gularidades que venían dificultan-
do el pago de la prestación le eran 
absolutamente ajenas, al tratarse 
de incumplimientos de trámites 

económico presupuestarios realizados por la propia Administración que convo-
có y resolvió la convocatoria de subvenciones, y que se benefició de las funcio-
nes que efectivamente desempeño la interesada como educadora en el centro 
de protección de menores. 

En consecuencia recomendamos a la Administración que iniciase un 
procedimiento de revisión de oficio de la resolución por la que se concedió la 
subvención y una vez declarada su nulidad se iniciase, también de oficio, un 
procedimiento para atender la responsabilidad patrimonial en que se hubiera 
podido incurrir por los daños y perjuicios causados como consecuencia de 
dicha actuación (queja 14/2502).

3.2. Consultas

3.2.1. Datos cuantitativos

Durante el ejercicio 2015 la Institución ha atendido un total de 1.978 consultas 
relacionadas con asuntos que afectan a los derechos de las personas menores 
de edad en Andalucía.

Atendiendo a la distribución mensual de las consultas, junio, septiembre y 
octubre han sido los meses en los que se ha recibido mayor número, mientras 
que julio, agosto y diciembre se posicionan como los meses con menor número 
de solicitudes de información planteadas al Defensor del Menor de Andalucía, 
coincidiendo por tanto con los períodos en los que muchos ciudadanos y 
ciudadanas concentran sus vacaciones.

Hemos recomendado que se garantice 
un turno rotatorio entre el personal 
funcionario de protección de menores 
para la ejecución material de las 
resoluciones que impliquen la retirada 
de menores de su familia; que se 
modifique la normativa sobre horario 
laboral.

http://www.defensordelmenordeandalucia.es/si-la-beca-que-le-concedieron-como-educador-en-centro-de-menores-es-nula-que-se-revise-y-se-atienda



